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I. INTRODUCCIÓN
En octubre de 2003 la Declaración Sobre Seguridad en las Américas, aprobada en la Ciudad de México, señaló que el terrorismo y la delincuencia organizada transnacional, el problema mundial de las drogas, la corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas y las conexiones entre ellos hacen parte de las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa que afectan la seguridad de los Estados del Hemisferio.

El marco de acción de la Organización en esta materia está definido por dos resoluciones de la Asamblea General:

La resolución AG/RES. 2026 (XXXIV-O/04) Lucha contra la Delincuencia Organizada Transnacional en el Hemisferio acoge la recomendación de la REMJA-V y da al Consejo Permanente instrucciones para que a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica convoque el grupo de expertos gubernamentales para que considere la conveniencia de elaborar un Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional.  La resolución también establece que el tema se siga tratando por las entidades que lo han venido haciendo, dentro de sus respectivas competencias (estas entidades incluyen la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD), el Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM), el Instituto Interamericano del Niño (IIN), la Red Hemisférica de intercambio de información para la asistencia jurídica mutua en materia penal, la Reunión de Ministros de Justicia o Procuradores Generales de las Américas (REMJA), el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC) y, el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE)).  

La resolución AG/RES. 2116 (XXXV-O/05) Lucha contra la Delincuencia Organizada Transnacional en el Hemisferio, por su parte, recoge las recomendaciones del grupo de expertos en el sentido de elaborar un plan de acción y entre otras cosas crea la Comisión Especial contra la Delincuencia Organizada Transnacional (CEDOT), dependiente del Consejo Permanente, como entidad coordinadora del esfuerzo que realizan otras oficinas de la OEA. 
La resolución le da también el mandato de elaborar un proyecto de plan de acción hemisférico contra la delincuencia organizada transnacional y de dar seguimiento a las actividades de la Organización en esta materia, tomando como referencia la Convención de Palermo y teniendo en cuenta las conclusiones y recomendaciones de la reunión de expertos gubernamentales.  Asimismo, la Resolución 2116 encomienda a la Secretaría General que desarrolle un mecanismo que le permita coordinar los esfuerzos de los órganos, organismos, entidades y mecanismos que actualmente se ocupan de temas relacionados con la prevención y lucha contra la delincuencia organizada transnacional, con el fin de evitar duplicidad de esfuerzos y maximizar los recursos institucionales. La nueva estructura de la Secretaría General de la OEA, con la creación de la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional y del Departamento de Amenazas Internacionales contra la Seguridad Pública, constituye la oportunidad para responder al mencionado mandato contemplado en la resolución 2116 y brindar servicios de Secretaría a la CEDOT.
La Comisión analizó el tema de la delincuencia organizada transnacional en general y algunas de las actividades más serias de la misma en particular.  Estas fueron el tráfico de drogas, el lavado de activos, la corrupción, el tráfico ilícito de armas, las pandillas delincuenciales, las conexiones de la delincuencia organizada con el terrorismo, el secuestro, el delito cibernético, el tráfico de migrantes, y la trata de personas.  Se analizaron también temas como la asistencia judicial mutua en materia penal y extradición y la experiencia europea en estos temas.

Tomando como referencia la Convención de Palermo y conforme a la estructura de dicha Convención, la Comisión identificó las acciones que los Estados Miembros, la Organización, y otros entes del sistema interamericano podrían tomar para combatir la delincuencia organizada transnacional en las áreas de (a) tipificar como delitos ciertos tipos de conductas previstos en la Convención y los Protocolos complementarios, favoreciendo el desarrollo legislativo y normativo en cada Estado; (b) adoptar medidas específicas de control; (c) adoptar medidas para el decomiso de utilidades derivadas del delito; (d) promover la cooperación internacional por medio de la extradición, la asistencia judicial mutua, investigaciones conjuntas, mecanismos de la OEA y otros instrumentos y actividades incluyendo acuerdos bilaterales, recuperación y/o división de activos confiscados, asistencia técnica, diseminación de mejores prácticas, medidas de fortalecimiento de la confianza, etc.; (e) hacer posible el entrenamiento, la investigación, y el intercambio de información; y (f) promover el uso de políticas y medidas preventivas.
II. ACCIONES ESPECÍFICAS RECOMENDADAS
El Proyecto de Plan de acción a continuación se desarrolla, será puesto a consideración de la REMJA VI, con miras a su adopción por el XXXVI Periodo de Sesiones de la Asamblea General de la OEA. 
Se podría plantear que la primera revisión de su ejecución se diera por la Comisión Especial sobre Delincuencia Organizada Trasnacional como órgano coordinador, antes de la celebración de la REMJA-VII, a mediados de 2008, toda vez que de conformidad con la Resolución 2116, la Comisión Especial deberá dar seguimiento a su aplicación.
El Proyecto de Plan tuvo su origen en las presentaciones de los expertos y en las discusiones y reflexiones que se dieron en el seno de la Comisión Especial, así como en los mandatos y reuniones que sobre el tema se han llevado a cabo en la organización. Cuenta con un preámbulo que da el marco histórico y político y aborda acciones concretas a desarrollar por los estados de forma individual y colectiva contra la delincuencia organizada transnacional, en cada una de las áreas abordadas.
El Proyecto que presenta el Presidente de la Comisión Especial sobre Delincuencia Organizada, busca servir de documento base de las negociaciones hacia la adopción del proyecto definitivo y debería ser perfeccionado por los Estados Miembros.

PROYECTO DE PLAN DE ACCIÓN HEMISFÉRICO CONTRA LA

DELINCUENCIA ORGANIZADA TRANSNACIONAL 

(Documento presentado por la Presidencia de la Comisión Especial 
sobre Delincuencia Organizada Trasnacional en la sesión 
del Consejo Permanente celebrada el 1 de marzo de 2006)

LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS,
RECONOCIENDO el profundo y negativo impacto social y económico que la delincuencia organizada conlleva, atentando además contra las instituciones democráticas de los Estados, la gobernabilidad y el estado de derecho, y que coloca en especial vulnerabilidad a los países en desarrollo;
CONSCIENTES de que la delincuencia organizada trasnacional se ha beneficiado de la globalización económica y comercial, desarrollándose y diversificándose de forma alarmante en los últimos años en todos los Estados del Hemisferio;
PREOCUPADOS porque el desarrollo exponencial de nuevas tecnologías ha creado oportunidades sin precedentes para las organizaciones criminales que han extendido sus actividades coordinándose incluso más allá de las fronteras, utilizando para ello métodos de operación cada vez más sofisticados, lo que se constituye en una nueva amenaza a la seguridad de los Estados;
CONSTERNADOS por la influencia y la posibilidad de que grupos delictivos alcancen las estructuras gubernamentales de los Estados, corrompiendo con recursos de procedencia ilícita y mermando su desempeño;
CONVENCIDOS de que la única alternativa para hacer frente de manera eficiente y efectiva a la delincuencia organizada transnacional es a través de la cooperación internacional;
RECORDANDO que en la Declaración sobre Seguridad en las Américas, los países del Hemisferio consideramos que la nueva concepción sobre seguridad “es de alcance multidimensional, e incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional”. Al respecto, entre esas nuevas amenazas a la seguridad ubicamos a la delincuencia organizada transnacional;
RECORDANDO la resolución de la Asamblea General de la OEA AG/RES. 2116 (XXXV-O/05) Lucha contra la Delincuencia Organizada Transnacional en el Hemisferio, la cual solicitó la elaboración de un Plan de acción y creó la Comisión Especial contra la Delincuencia Organizada Transnacional (CEDOT), dependiente del Consejo Permanente, como la entidad armonizadora del esfuerzo que se realiza en la OEA en la materia; y   

TOMANDO NOTA CON SATISFACCIÓN de la creación por el Secretario General de la OEA de la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional y del Departamento de Amenazas Internacionales a la Seguridad Pública, lo cual resulta de vital apoyo para la CEDOT en su función de dar seguimiento al tema en la Organización,
ACORDAMOS:
1. Combatir todas las expresiones de la delincuencia organizada y sus conexiones entre ellas con un enfoque amplio y omnicomprensivo del delito;
2. Instrumentar el siguiente Plan de Acción con la finalidad de contribuir a la definición de visiones coordinadas en materia de delincuencia organizada transnacional en el Hemisferio; 
3. Reconocemos como fundamento de nuestra cooperación el marco jurídico que se enuncia enseguida: 
a. Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional; 
b. Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños; 
c. Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire; 

d. Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones;

e. Convención Única de 1961 sobre Estupefacientes Enmendada por el Protocolo de 1972;

f. Convenio sobre Sustancias Psicotrópicas de 1971;

g. Convención de las Naciones Unidas contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Psicotrópicas de 1988;

h. Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados; 

i. Convención de las Naciones Unidas Contra la Corrupción; 
j. Convención Interamericana Contra la Corrupción; 

k. Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal.
l. Convención Interamericana contra el Terrorismo.
4. Los Estados Miembros consideraremos suscribir y ratificar o adherir, según sea el caso, las convenciones antes enumeradas, entre otras, las que se consideran esenciales para la lucha contra la delincuencia organizada transnacional. 
A. RECOMENDACIONES GENERALES

I. Diagnóstico sobre la Delincuencia organizada transnacional en el Hemisferio
Los Estados Miembros, identificarán o crearán con el apoyo de la Secretaría General de la OEA, los mecanismos para compilar y analizar información que sobre la base proporcionada por cada gobierno sobre su situación nacional, permitan obtener un diagnóstico regional actualizado del problema de la delincuencia organizada transnacional en las Américas. Las autoridades nacionales encargadas de coordinar la lucha contra la delincuencia organizada transnacional, designarán en cada país una autoridad de enlace que apoyará a la Secretaría General en la compilación y análisis de esta información.  Las mismas autoridades deberán exhortar a la comunidad científica y académica a que contribuya con sus estudios e investigaciones a la comprensión de este fenómeno.  

La Secretaría General, con la información obtenida de acuerdo con lo previsto en el párrafo anterior, deberá presentar anualmente a los Estados Miembros un informe confidencial sobre la situación general de la delincuencia organizada transnacional en el hemisferio.

Los Estados Miembros deberán dar solidez institucional y financiera a las instancias de la Secretaría General de la OEA encargadas del tema de la delincuencia organizada transnacional.

Aspectos Institucionales: Las modalidades para la realización del diagnóstico hemisférico sobre delincuencia organizada trasnacional serán determinadas por la Comisión Especial. El apoyo de Secretaría será asegurado por la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional en cooperación con otras entidades de la Organización cuando sea necesario.
II. Estrategias nacionales contra la delincuencia organizada

Los Estados Miembros, con el apoyo de la Secretaría General de la OEA, deberán contar con una “Estrategia Nacional contra la delincuencia organizada transnacional”.  Estas estrategias deberán responder a la situación de cada Estado y tener objetivos alcanzables con los recursos existentes. Igualmente, deberán dar la atención que merece al tema de la participación de la delincuencia organizada transnacional en delitos económicos y a la penetración de ésta en los sectores legítimos de la economía.  En el diseño de estas estrategias deberán participar todos los actores nacionales encargados de enfrentar el problema.  Para el diseño de estas estrategias podrían tenerse como referencia las estrategias nacionales anti-drogas que funcionan en el ámbito de la CICAD.
Los Estados Miembros iniciarán la revisión de leyes y reglamentos para evitar que accidentalmente se den ventajas u oportunidades a las organizaciones criminales, tomando como referencia a la Convención de Palermo y sus tres Protocolos complementarios. El avance en esta materia se hará en estrecho contacto con Naciones Unidas para evitar duplicidades, al tiempo que en colaboración con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) se promuevan entre los miembros de la OEA talleres de redacción legislativa, tomando como referencia la Convención de Palermo.
Los Estados Miembros deberán dar prioridad al fortalecimiento institucional y a los cursos de entrenamiento y asistencia técnica relacionados con el uso de técnicas especiales de investigación y el diseño de estrategias operativas. La cooperación entorno a técnicas especiales de investigación presupone esfuerzos previos de capacitación así como de armonización legislativa que le den un marco y un sentido acordes con las necesidades de seguridad de los Estados.
Dentro de las actividades para el combate a la corrupción y a la infiltración del crimen organizado en las instituciones, los Estados deberán desarrollar mecanismos de control y confianza. Aquellos Estados que ya cuenten con los mismos, promoverán la cooperación y el intercambio de experiencias en este sentido.
Aspectos Institucionales: La Secretaría (Subsecretaría de Seguridad Multidimensional) con el apoyo del área de Desarrollo Institucional de la CICAD, apoyará a los Estados en el desarrollo de las Estrategias de cada Estado contra la delincuencia organizada e informará sus avances a la CEDOT.
III. Formación de redes de información y cooperación
Los Estados Miembros deberán afrontar la necesidad de cooperar en tiempo real entre autoridades policíacas y judiciales. Los medios electrónicos deben ser utilizados para fomentar la confianza entre autoridades y abrir canales de cooperación efectiva. 

Deberán analizarse las posibilidades para establecer una red de correo seguro en materia de combate a la delincuencia organizada, siguiendo el modelo que ya funciona en el Hemisferio en materia de asistencia jurídica mutua.

Resulta indispensable para asegurar el adecuado intercambio de información entre Estados el establecimiento de mecanismos y centros de control de confianza en los mismos, con probada eficiencia en su operación. La designación de Puntos de Contacto por parte de los Estados para el intercambio de información presupone asimismo que los mismos han cumplido los estándares mínimos establecidos en los mecanismos de control de confianza.
Los Estados podrían establecer acuerdos en materia de intercambio de oficiales de enlace con base en el artículo 27 párrafo 2 de la Convención de Palermo.

El intercambio de información supone asimismo capacitación por parte de expertos en el tema, ya sea mediante cooperación entre Estados Miembros de la OEA o aprovechando esquemas de cooperación de Naciones Unidas.

Aspectos Institucionales: La Secretaría (Subsecretaría de Seguridad Multidimensional) con el apoyo del área de informática de la OEA, analizará la posibilidad de desarrollar un sistema de correo seguro entre las autoridades nacionales competentes tanto policíacas como judiciales, con objeto de estudiar la posibilidad de establecer una red interamericana contra la delincuencia organizada trasnacional, similar a la que actualmente funciona en materia de asistencia jurídica mutua. La CEDOT dará seguimiento a estas acciones.
B. RECOMENDACIONES PARTICULARES SOBRE DELITOS 

I. Tráfico Ilícito de drogas
Los Estados Miembros tipificarán como "delitos graves" de acuerdo a la definición de la Convención de Palermo aquellas las conductas criminales que hagan parte de la cadena del tráfico ilícito de drogas y sus delitos conexos cuando operen en banda organizada. Asimismo, los Estados deberán aumentar las penas en el supuesto anterior a más de 4 años para que entren dentro de esta definición. 
Los Estados Miembros deberán compilar información científica y rigurosa sobre el problema de la delincuencia organizada en cada una de sus manifestaciones y sus conexiones, ya que la información existente es escasa. 
Los Estados Miembros deberán establecer un mecanismo para actualizar periódicamente sus estrategias nacionales anti-drogas, de manera que estén ajustadas a la realidad del problema y respondan de forma coordinada a los retos que representa la delincuencia organizada.
Los Estados Miembros deberán crear o fortalecer los programas encaminados a involucrar el sector privado en la adopción de medidas contra el tráfico ilícito de drogas y de la operación de la delincuencia organizada. Para esto podrán tomarse como referencia las iniciativas de la CICAD en la protección de puertos, aeropuertos, y zonas aduaneras.

Aspectos Institucionales: La CEDOT mantendrá un contacto permanentemente con la CICAD, con objeto de brindarse apoyo mutuo en temas de interés común y desarrollar acciones conjuntas.
II. Lavado de activos y financiamiento de la delincuencia organizada transnacional
Los Estados Miembros deberán abordar el tema del lavado de activos no solo como un delito conexo al problema de las drogas, sino como un delito cuyo combate es indispensable en la lucha contra toda expresión de la delincuencia organizada.

Los Estados Miembros deberán tipificar el delito de lavado de activos como delito precedente para todas las conductas descritas en la Convención de Palermo y aquellas consideradas como “Delitos Serios” de acuerdo a la misma Convención. Casi todos los países han ampliado la lista de delitos determinantes, pero no todos han incluido los delitos referidos en la convención, por ejemplo, la trata de personas. 
El punto clave de la ampliación de los tipos penales para abarcar las expresiones de la delincuencia organizada está en la autonomía del delito del lavado. Asimismo, existe la necesidad de que todos los estados consideren que el producto o ganancia de todo delito grave (pena de más de 4 años) sea considerado lavado de activos independientemente de qué delito precedente se trate, de modo que se proceda al decomiso. 

La adopción del delito de lavado de activos como delito autónomo es asimismo una posibilidad que podría ser cuidadosamente evaluada.
Los Estados Miembros deberán asimismo, entre otras acciones:

· Crear y fortalecer las unidades de inteligencia financiera, toda vez que la cooperación entre ellas es el instrumento idóneo para la detección de operaciones de lavado de activos;
· Utilizar los grupos de expertos existentes en el sistema interamericano para que periódicamente evalúen la estrategia nacional en este tema y recomienden ajustes a la misma;
· Desarrollar la cooperación y la coordinación nacional e internacional de forma eficiente;
· Crear mecanismos viables que permitan un rápido intercambio de información en toda la cadena de lavado de activos relacionada con todas las expresiones de la delincuencia organizada;
· Dar capacitación a toda la cadena involucrada en la detección, investigación, juzgamiento, y castigo del delito;
· Ampliar al sector real la cobertura de leyes contra el lavado de activos; y
· Promover sistemas informáticos de cooperación en tiempo real en materia de inteligencia contra el lavado de activos a nivel regional, mismos que deberán cumplir con estándares de seguridad preestablecidos al tiempo que podrán evolucionar de sistemas informáticos establecidos de manera bilateral o subregional ya existentes.
Aspectos Institucionales: La CEDOT mantendrá un contacto permanentemente con el área de lavado de activos de la  CICAD y con su grupo de expertos en la materia, con objeto de que dicho grupo considere factores relacionados con la delincuencia organizada trasnacional, actualice la cooperación en la materia y apoye a los Estados en el desarrollo de las acciones  señaladas en este capítulo. 
III. Corrupción

Los Estados Miembros deberán considerar la lucha contra la delincuencia organizada trasnacional en las políticas nacionales contra la corrupción. Para ello utilizarán los distintos mecanismos en el marco de las Convenciones internacionales en esta materia que han venido fortaleciendo la capacidad de los Estados en este campo. Ahora es necesario llevar a las legislaciones domésticas los compromisos adquiridos e implementar las medidas necesarias para abordar el problema efectivamente.  Esta política debe enfocarse principalmente en la prevención, abordando temas como legislación adecuada, transparencia en la administración financiera, reglas de participación en suministros a entes gubernamentales, y nombramientos en el sector público. También debería ocuparse de las sanciones penales y civiles correspondientes. 

Para abordar la lucha contra la corrupción y la delincuencia organizada, el marco de referencia debe ser la Convención de Palermo, pero las definiciones concretas deben ser las de la Convención de Mérida. La ampliación que hace ésta última al sector privado, resulta fundamental para minar la operación de la delincuencia. Los Estados Miembros que no lo hayan hecho deberán ratificar o adherirse a la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Convención de Mérida) y los Estados parte implementarla efectivamente.

El mecanismo de la convención interamericana deberá buscar medios para expandirse a nuevas áreas como las contempladas en la Convención de Mérida. En este mismo sentido la OEA deberá considerar ampliar sus competencias de modo que aspectos que no están contemplados en la Convención Interamericana de 1996, puedan ser abordados en el hemisferio y la cooperación se lleve efectivamente a cabo.  

La Convención Interamericana contra la Corrupción no está superada, pero el MESICIC debe ser complementado tomando en cuenta las acciones de cooperación que fueron definidas por la declaración y el plan de acción de Managua, las cuales no han tenido mayores avances.

Actualmente no existe en la OEA un foro institucional para analizar *otros aspectos* que complementan los esfuerzos de MESICIC y que requieren de acciones. En este sentido debe analizarse la posibilidad de adecuar los mandatos de las estructuras orgánicas de la OEA encargadas de diseñar y operar las acciones en materia de delincuencia organizada.
Los Estados Miembros deberán asimismo, entre otras acciones:
· Establecer la responsabilidad civil y penal de las personas jurídicas por corrupción;
· Adoptar mecanismos para facilitar la asistencia judicial mutua y la extradición en materia de corrupción;

· Adoptar mecanismos civiles y penales para la incautación y confiscación de activos derivados de la corrupción;
· Adoptar mecanismos para detectar el movimiento de ganancias ilícitas a través del sistema financiero por casos de corrupción activa y pasiva;
· Promover mejor contabilidad en el sector privado;
· Participar activamente en los mecanismos de seguimiento de las convenciones sobre la corrupción;
Aspectos Institucionales: La CEDOT dará seguimiento a las acciones antes enumeradas desde la perspectiva de su competencia y se mantendrá en contacto con la Conferencia de Estados Parte tanto de la Convención Interamericana contra la Corrupción como del MESICIC.
IV. Tráfico ilícito de armas

Los Estados Miembros que no lo hayan hecho deberán ratificar la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos, y Otros Materiales Relacionados (CIFTA).

Los Estados Miembros deberán ejecutar las recomendaciones concretas de la Primera Reunión de Autoridades nacionales directamente responsables del otorgamiento de las autorizaciones o licencias de exportación, importación, y tránsito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados.

Los Estados Miembros deberán diseñar una estrategia que colabore con las redes parlamentarias y de sociedad civil en la lucha contra el tráfico ilícito de armas.

Los Estados Miembros que participan y la Secretaría General deberán agregar al Small Arms and Light Weapons Administration System (SALSA) un componente que registre aseguramientos de armas provenientes de la delincuencia organizada.

La Secretaría General deberá estrechar su relación de cooperación con el Centro Regional de las Naciones Unidas para la Paz, el Desarme y el Desarrollo en América Latina y el Caribe (UN-LIREC) para promover la coordinación de cursos de entrenamiento.

Los Estados Miembros y la Secretaría General deberán tomar medidas para fortalecer la coordinación entre las agencias internacionales y abordar el problema de forma multidisciplinaria.
Los Estados Miembros y la Secretaría General deberán adelantar estudios para determinar la magnitud del problema en la región y adoptar mecanismos para hacer seguimiento a las iniciativas que se adopten para enfrentarlo. La Secretaría General deberá tomar medidas para promover el uso de medidas colectivas en este tema.
Los Estados Miembros deberán considerar además, entre otras acciones:

· Crear cuerpos especializados para enfrentar el problema del tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, y explosivos;
· Evaluar la creación de puestos combinados (binacionales) en zonas críticas de combate a la delincuencia organizada; y 
· Crear un sistema de trazabilidad del comercio legal de armas.

Aspectos Institucionales: La CEDOT cooperará con la Secretaría Pro-Témpore de la Convención CIFTA para el desarrollo de actividades conjuntas y se apoyarán mutuamente en el desarrollo de sus trabajos.
V. Pandillas delictivas transnacionales
Los Estados Miembros deberán formar grupos multidisciplinarios en cada país para abordar el tema desde una perspectiva integral y multidisciplinaria de modo que se enfrente el problema en toda su complejidad, haciendo especial énfasis en los aspectos de prevención, pero sin descuidar los aspectos de aplicación de la ley y la rehabilitación.
Los Estados Miembros afectados por el fenómeno de las pandillas deberán fortalecer sus políticas públicas y, en coordinación con la OEA, identificar coincidencias y diseñar estrategias auténticamente regionales.

Los Estados Miembros deberán desarrollar además, entre otras, las acciones siguientes:
· Respetando los derechos humanos y el debido proceso, fortalecer los controles en su sistema penitenciario, el cual funciona en forma creciente como centro de planeación del crimen organizado;
· Adoptar e implementar estrategias para impedir que la delincuencia organizada y las pandillas ejerzan control por medio de intimidación, infiltración, manipulación, y corrupción;  

· Incluir el tema de las deportaciones y del componente migratorio en cualquier discusión del tema de pandillas ya que es un elemento crucial del fenómeno; y
· Desarrollar un programa de intercambio de experiencias y mejores prácticas entre las autoridades competentes de cada país, y una estrategia para fortalecer la cooperación internacional en este tema.

Aspectos Institucionales: Los Estados Miembros deberán dar solidez institucional y financiera a las instancias de la Secretaría General de la OEA que se ocupan del problema, en particular la Oficina de Amenazas Internacionales. La CEDOT dará puntual seguimiento a los avances en este tema.
VI. Conexiones entre terrorismo y delincuencia organizada

La vinculación entre delincuencia organizada y el terrorismo no es permanente. Existe un vínculo o desarrollo interno con organizaciones criminales según el grupo y la materia como puede ser la falsificación de documentos, propiedad intelectual e industrial, entre otros, que unidos con otros factores, constituyen fuentes de financiamiento o proveen instrumentos para ser utilizados en actos terroristas. No hay identificación de fines, sin embargo entre los grupos puede haber apoyo de medios, técnicas y mecanismos de operación

Es sobre todo en la financiación del terrorismo donde se encuentran las conexiones más claras con la delincuencia organizada. Existen casos de tráfico de drogas bastante notorios en los cuales se han encontrado nexos con el terrorismo.

 
Los Estados deben adelantarse a situaciones críticas. Deben utilizar los instrumentos con que se cuentan, como la Convención de Palermo y los Protocolos para luchar contra los grupos criminales y/o terroristas. La visión omnicomprensiva de los actos delictivos debilita necesariamente a los terroristas y a las redes delincuenciales. 

Los Estados Miembros deberán crear grupos multidisciplinarios de investigación con enfoque omnicomprensivo para favorecer el flujo de información entre investigaciones contra la delincuencia organizada que podrían tener conexiones con casos de financiamiento del terrorismo y viceversa. Estos grupos multidisciplinarios contra la delincuencia organizada deberán estar continuamente focalizados en el problema. Por lo tanto, debe investigarse el contexto de todo acto de la delincuencia organizada para determinar si dicho acto corresponde o no a la ejecución de una estrategia terrorista.

Los Estados Miembros deberán adoptar estrategias ágiles y flexibles que les permitan responder rápidamente a las constantes evoluciones de la delincuencia organizada y del terrorismo.  Las estrategias que se adopten para cada uno de estos temas deberán ser complementarias y consistentes y deberán siempre buscar una mejor comunicación entre las autoridades competentes y especializadas en cada una de estas amenazas. Más y mejor información de inteligencia de toda la región permitirán dar a cada amenaza el lugar que corresponde, responder efectivamente, y utilizar más eficientemente los recursos.

Aspectos Institucionales: La CEDOT mantendrá contacto con el CICTE para el desarrollo de acciones de cooperación coordinadas, cuando se trate del tema de las conexiones entre la delincuencia organizada y el terrorismo.
VII. Secuestro
El secuestro puede o no tener implicaciones trasnacionales. Su relevancia incide en las habilidades que los grupos delincuenciales desarrollan para llevarlo a cabo y el modus operandi del mismo que conlleva conexiones con las otras expresiones de la delincuencia organizada.
Los Estados Miembros deberán adoptar una política pública específica de lucha contra el secuestro que parta de una visión integral, armónica, y sistemática, que tenga objetivos y lineamientos estratégicos claros y sostenibles, que optimice los resultados del Estado en este tema, y que esté enmarcada en una estrategia general del gobierno.

Los Estados Miembros deberán realizar entre otras, las acciones siguientes:

· Tipificar las conductas criminales relacionadas con el secuestro y aumentar las penas;
· Fortalecer los mecanismos de coordinación interinstitucional;
· Conformar un sistema institucional antisecuestro con la capacidad de responder a cada etapa de este tipo de delito;
· Centralizar la información sobre el tema de secuestro;
· Crear un fondo especial para recursos asignados a la lucha antisecuestro;
· Rastrear y decomisar los bienes productos del delito de secuestro;
· Otorgar protección patrimonial y asistencia psicológica a las víctimas del secuestro y sus familias;
· Aplicar las técnicas especiales de investigación;
· Promover el intercambio de experiencias y de técnicas policiales;
· Incrementar el uso de bases de datos sobre el modus operandi de los secuestradores; y
· Desarrollar operativos contra la corrupción de los funcionarios involucrados en la lucha contra el secuestro.
Aspectos Institucionales: Las acciones de intercambio de información, capacitación y seguimiento de las mismas, se llevarán a cabo en el marco de la CEDOT.
VIII. Delito cibernético

La globalización y la expansión informática y digital en el mundo ha sido aprovechada por los grupos delincuenciales trasnacionales para sus operaciones fraudulentas. La falta de homogeneidad entre las normas de los diferentes países hacen propicia su operación.
Quizás en ninguna otra expresión de la delincuencia organizada sea tan necesaria la creación de capacidades tecnológicas, materiales, normativas y humanas como en el delito cibernético y en la seguridad cibernética de los Estados entre los sectores.
Entre los sectores que podrían ser abordados por los Estados se encuentran los siguientes:

· Desarrollar mecanismos de cooperación en el ámbito interamericano orientados a establecer esquemas de capacitación, transferencia de tecnología y creación de marco legislativo;
· Adopción de leyes sustantivas (establezcan límites de legalidad) y de leyes procedimentales específicas contra el delito cibernético (que permitan el acceso a las evidencias en forma legal y expedita);
· Desarrollar redes de cooperación en tiempo real para localizar e identificar a delincuentes cibernéticos;
· Desarrollar las capacidades nacionales para controlar las evidencias electrónicas de delitos cibernéticos. Capacitación policial y de jueces y fiscales en la materia; 
· Desarrollar acciones de prevención del delito cibernético (policía cibernética); y 
· Estudiar la posibilidad de adherirse a la Convención sobre delito Cibernético del Consejo de Europa de 2001, la cual aborda los aspectos sustantivos y procedimentales.

Aspectos Institucionales: La CEDOT en dará seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones anteriores y mantendrá estrecho contacto con el Grupo de Expertos sobre delito cibernético de la REMJA, con objeto de desarrollar acciones coordinadas.
IX. Tráfico de migrantes

En el marco del Protocolo de Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire de la Convención de Palermo los Estados Miembros y la OEA deberán pensar globalmente y actuar regionalmente haciendo mejor uso de los instrumentos sub-regionales y bilaterales relacionados con el tema de migraciones y reconociendo que este fenómeno tiene características sub-regionales.

Los Estados Miembros, con asistencia de la OEA, deberán tomar medidas para incrementar el intercambio de información que permita perseguir y castigar a los delincuentes que se lucran del tráfico de migrantes, sin penalizar a las víctimas.

Los Estados Miembros, con asistencia de la OEA, deberán implementar medidas de control fronterizo que respeten y protejan los Derechos Humanos de las víctimas, incluyendo la repatriación.

Los Estados Miembros, con asistencia de la OEA, deberán fortalecer la cooperación internacional y la cooperación técnica, poner en práctica medidas de protección al migrante, y fortalecer la seguridad de los documentos de viaje.
Aspectos Institucionales: La CEDOT mantendrá estrecho contacto con los avances que se registren en Naciones Unidas en esta materia, con objeto de desarrollar estrategias hemisféricas de manera conjunta y/o coordinada.
X. Trata de personas 
/
El fenómeno de la trata de seres humanos tiene magnitud global, por lo que, a la vez que debe ser prevenido y sancionado en los ámbitos nacionales de los Estados, éstos deben también cooperar internacionalmente para combatirlo.

La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo contra la Trata de Personas se reconocen como el marco normativo general internacional para el combate a este delito. Según el Protocolo, el fenómeno de Trata debe de ser identificado mediante tres elementos: la acción –usualmente la transportación o tráfico--, los medios –engaño, rapto, coerción-- y el propósito, siendo este último usualmente la explotación de la persona con fines de lucro.

Además de ser un problema multifactorial, la trata de personas se manifiesta en diversos ámbitos como son el laboral, el sexual, durante conflictos armados, en situaciones de servidumbre o de esclavitud “clásica”. En este sentido, el protocolo menciona, de manera no exhaustiva, a la prostitución forzada, al trabajo forzado, a la pornografía infantil y a la extracción de órganos como delitos de trata.

Los Estados Miembros deberán realizar entre otras, las acciones siguientes:

· Implementar a la brevedad posible las medidas contenidas en el protocolo sobre trata de personas;
· Adoptar estrategias nacionales contra la trata de personas que incluyan aspectos judiciales, preventivos, de atención y de protección;    

· Crear el marco institucional y dar a las autoridades el equipo y el entrenamiento necesario para que entiendan el problema y lo enfrenten de manera coordinada;
· Dar especial atención a la explosión de la prostitución infantil y el comercio sexual, a los aspectos migratorios del problema, a  la corrupción, y a la necesidad de fortalecer la participación de entidades no-gubernamentales en la atención del problema;
· Adoptar una legislación adecuada conforme al Protocolo y la Convención de Palermo;
· Capacitar a la policía en esta materia;
· Atacar la corrupción relacionada con la trata de personas; y
· Trabajar más de cerca con entidades de la sociedad civil, es particular en las áreas de prevención y de atención a las víctimas.
Aspectos Institucionales: Tomando en consideración el carácter multidisciplinario del delito de la trata de personas y la necesidad de asegurar un tratamiento integral del mismo, la CEDOT mantendrá un estrecho contacto con las otras entidades de la OEA competentes en esta materia, buscando el desarrollo de estrategias integrales y coordinadas.
XI. Delitos de propiedad intelectual cometidos por banda organizada

Los delitos a la propiedad intelectual, si bien en general no se consideran en general como delitos graves, pueden causar un daño económico enorme a los Estados. Muy frecuentemente bandas de delincuencia organizada transnacional cometen estos delitos del área de propiedad intelectual y tiene conexiones con otros delitos, por lo que el enfoque omnicomprensivo del combate al delito podría facilitar su erradicación.
Entre las medidas que los Estados podrían desarrollar en esta materia están las siguientes:

· Incautar, decomisar, confiscar y utilizar todos los medios legales para que los bienes producto de delitos contra la propiedad intelectual no puedan ser comercializados.

· Ver la aprehensión de los bienes como el punto de partida de la investigación y no la conclusión de la misma, entendiendo que los delitos contra la propiedad intelectual son generalmente parte de una cadena delictiva mucho más grande y compleja.

· Identificar y perseguir agresivamente a los jefes de las bandas que se involucran en este tipo de delitos, a los fabricantes de los productos, y a sus asesores.

· Ejecutar tantos operativos como sea posible contra estas bandas delincuenciales para que el costo de operar se les haga demasiado algo y pierdan algo de los incentivos para estar en el negocio.

· Crear mecanismos para que las autoridades y el sector privado trabajen juntos en la atención de este problema.

· Educar al público sobre los peligros y las consecuencias de los delitos contra la propiedad intelectual.

XII. Asistencia judicial mutua y extradición

Los Estados Miembros fortalecerán las acciones de cooperación en tiempo real ya existentes en la OEA en materia de asistencia judicial mutua y extradición. La institucionalización del correo seguro establecido en el marco de la REMJA que abarca a casi todos los Estados del Hemisferio es el mejor ejemplo de cooperación hemisférica contra la delincuencia organizada, por lo que debe ser fortalecido y expandido. La ratificación por todos los Estados del Hemisferio de la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua es un objetivo que permitirá consolidar un espacio de cooperación común en el Hemisferio.
Los Estados Miembros la OEA, designarán una entidad para que adelante un estudio sobre las características formales y prácticas de la asistencia judicial mutua en el hemisferio. Una parte sustancial de la asistencia judicial mutua se hace directamente entre las autoridades judiciales y de policía de distintos países sin conocimiento o por fuera de los canales establecidos por la autoridad central con competencia sobre el tema. Esta práctica agiliza la asistencia judicial mutua pero puede debilitar el debido proceso y los mecanismos de protección de los Derechos Humanos.
Los Estados Miembros, con asistencia de la OEA, y con el propósito de canalizar constructivamente las mencionadas tendencias en asistencia judicial, deberán adoptar estrategias para involucrar institucionalmente a todos los actores del proceso de asistencia judicial mutua y extradición en el diseño, implementación, seguimiento, y evaluación de los instrumentos que se adopten en esa materia.

Los Estados Miembros, con asistencia de la OEA, presentarán una propuesta para iniciar la integración de los diferentes esfuerzos y sistemas que se están utilizando en el área de asistencia judicial mutua y extradición, con el propósito de dar uniformidad a los esfuerzos y utilizar más eficientemente los recursos. 

Para optimizar las redes de cooperación hemisféricas, es necesario que cada estado establezca mecanismos de coordinación interna, con intercambio de información permanente. 

El proyecto denominado AMERICAJUS de la REMJA, representa una opción viable para consolidar en el Hemisferio los esfuerzos iniciales que se han venido desarrollando por virtud del mandato de las REMJA (III, IV y V).

Aspectos Institucionales: Es necesario que la Secretaría General de la OEA responda a las necesidades de personal de las redes informáticas que ya funcionan actualmente, así como de los grupos de asistencia jurídica mutua que requieren mayor atención y personal de apoyo. La institucionalización y el otorgamiento de un financiamiento adecuado resultan esenciales para la expansión y permanencia del esfuerzo ya desarrollado. La CEDOT mantendrá estrecho contacto con la REMJA, de modo que se continúe el desarrollo coordinado de las acciones a favor de una mayor y más eficiente cooperación jurídica mutua en materia penal y extradición.
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�.	Esta sección deberá ser conciliada con el documento las Conclusiones y Recomendaciones de la Primera Reunión Interamericana de Autoridades Nacionales contra la Trata de Personas, celebrada en la Isla Margarita Venezuela, en marzo de 2006.
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